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Resumen 

La agresión de Rusia contra Ucrania ha planteado una violación de las normas básicas del 

derecho internacional contemporáneo y representa una amenaza sin precedentes a un orden 

internacional basado en normas. Este trabajo analiza en primer lugar algunas de las normas 

y principios básicos de un orden internacional basado en normas que han sido violados por 

Rusia, partiendo de los argumentos utilizados por este país para justificar la agresión arma-

da sobre Ucrania. A continuación, se considera cuál ha sido la respuesta de la comunidad 

internacional a esas violaciones del orden legal vigente, tanto a nivel institucional como 

estatal, incluyendo las acciones ante distintos foros y tribunales. Se describe brevemente el 

impacto de las acciones armadas rusas sobre el orden internacional. Finalmente, se examina 

la respuesta de América Latina a esta crisis, tomando en consideración factores meta jurídi-

cos y de política exterior. 

 

1. Introducción 

El 24 de febrero de 2022 la Federación de 

Rusia dio inicio a una guerra de agresión 

contra Ucrania que ha conmocionado al 

mundo entero. Es la conflagración bélica 

de mayores proporciones en Europa desde 

el final de la II Guerra Mundial y la pri-

mera guerra en estallar en ese continente 

desde la finalización del conflicto en los 

Balcanes a fines de los años noventa. Ya 
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Este artículo es una versión editada de la pre-

sentación realizada por el autor en el conversa-

torio “Conflicto en Ucrania: análisis histórico, 

jurídico y político”, el 29 de marzo de 2022, 
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RIDI. El autor desea agradecer los comentarios 

y sugerencias de José Antonio Sanahuja, que 

han contribuido a enriquecer este artículo. Los 

errores y omisiones que pueda haber son míos. 

en 2021, Rusia había intensificado su 

presencia militar cerca de la frontera con 

Ucrania, lo que suscitó gran preocupación 

en Ucrania, en Europa y en todo el mun-

do. Tras semanas de máxima tensión, el 

21 de febrero de 2022, el presidente Vla-

dimir Putin decidió reconocer como enti-

dades independientes las zonas de las 

provincias (regiones administrativas) 

ucranianas de Donetsk y Luhansk no con-

troladas por el gobierno y enviar tropas 

rusas a dichas zonas. Este reconocimiento 

se produjo tras la votación favorable de 

los miembros de la Duma Estatal rusa 

(cámara baja del Parlamento ruso) el 15 

de febrero. Finalmente, el 24 de febrero 

Rusia invadió Ucrania. 

 

Sin dudas, la agresión rusa ha generado 

preocupación en la comunidad interna-

cional, ya que introduce un punto de cli-
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vaje en el orden global y despierta el ries-

go de un conflicto nuclear. A ello, se aña-

de una crisis humanitaria sin precedentes, 

cuya gravedad empeora a medida que este 

conflicto armado se prolonga. Las conse-

cuencias de la guerra se han sentido am-

pliamente en todo el mundo, afectando 

todo, desde los precios de los productos 

básicos hasta las negociaciones para fina-

lizar el acuerdo nuclear con Irán. Mien-

tras tanto, las respuestas estatales a la 

invasión han abarcado desde la indigna-

ción hasta la ambivalencia y la simpatía. 

 

Este acto de agresión puede ser analizado 

desde diferentes puntos de vista. En mi 

caso, deseo hacer una aproximación jurí-

dica al conflicto, para lo cual me referiré 

en primer lugar a algunos de los princi-

pios básicos de un orden internacional 

basado en normas que han sido violados 

por Rusia, partiendo de los argumentos 

utilizados por este país para justificar la 

agresión armada sobre Ucrania. A conti-

nuación, me referiré a la respuesta de la 

comunidad internacional a esas violacio-

nes del orden legal vigente, incluyendo 

las acciones ante distintos foros y tribuna-

les; para finalmente analizar brevemente 

sus efectos sobre el orden internacional y 

la importancia de su restauración y man-

tenimiento, en particular para los países 

de menor gravitación en el escenario in-

ternacional, como es el caso de los países 

de América Latina. 

 

2. Los argumentos de Rusia 

Los argumentos utilizados por Rusia para 

invadir Ucrania, invasión caracterizada 

por Rusia como una “operación militar 

especial”, fueron manifestados en un dis-

curso de su presidente, Vladimir Putin, en 

las primeras horas del 24 de febrero (Pu-

tin, 2022). 

 

El principal de esos argumentos es la legí-

tima defensa. Putin afirmó que había ini-

ciado una operación militar especial, de 

conformidad con el artículo 51 de la Carta 

de las Naciones Unidas y con la aproba-

ción del Consejo de la Federación de Ru-

sia (Rusia, 2022). Así lo reafirmó Rusia 

en su nota al Consejo de Seguridad y en 

la presentación escrita que remitió a la 

Corte Internacional de Justicia (CIJ), 

donde no compareció (CIJ, 2022). Putin 

expuso varias amenazas entrelazadas tan-

to para Rusia como Estado territorial co-

mo para los ciudadanos rusos en Ucrania, 

contra las cuales, argumentó, Rusia debe 

defenderse. 

 

Los fundamentos esbozados por Putin se 

refieren tanto al derecho a la legítima 

defensa individual como colectiva. Res-

pecto de la primera, Rusia alega que su 

acción armada es en respuesta a una la 

expansión de la OTAN, que presenta “fu-

turas amenazas” a las que Rusia debe 

responder. Esta afirmación de Rusia se 

podría interpretar como que la OTAN se 

habría expandido de modo tal que ahora 

plantea para Rusia una amenaza de un 

eventual ataque armado, al que podría 

responder con un uso anticipado de la 

fuerza. Este argumento bordea la noción 

de legítima defensa preventiva a la que 

nos referiremos en el siguiente apartado. 

Adicionalmente, Rusia arguye que está 

respondiendo a una amenaza planteada 

por Ucrania a su territorio. 

 

En lo que se refiere a la legítima defensa 

colectiva, Rusia basa su reclamo en su 

reconocimiento de dos territorios de ten-
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dencia separatista en la región de Donbás, 

Donetsk y Luhansk, como Estados sobe-

ranos. El 21 de febrero, Moscú denominó 

a estas entidades como la “República 

Popular de Donetsk” y la “República Po-

pular de Luhansk”, respectivamente (Ru-

sia, 2022a). 

 

Asimismo, Rusia recurrió a otros funda-

mentos más allá de la legítima defensa 

para justificar su conducta tales como la 

intervención por invitación (Wuerth, 

2022), según la cual estos nuevos “Esta-

dos”, Donetsk y Luhansk, firmaron inme-

diatamente tratados de amistad y asisten-

cia mutua con Rusia y solicitaron su ayu-

da militar. 

 

Junto a esos argumentos, Rusia ha esgri-

mido, en el discurso político de 24 de 

febrero de 2022, una supuesta necesidad 

de “desnazificar” y “desmilitarizar” 

Ucrania y otros fundamentos de índole 

histórica (revisionismo histórico), que 

exceden el marco de este trabajo. En su 

discurso, el presidente de la Federación 

de Rusia explicó que el “propósito” de la 

operación especial era “proteger a las 

personas que han sido objeto de abusos y 

genocidio por parte del régimen de Kiev 

durante ocho años”. Afirmó que la Fede-

ración Rusa tenía que detener “un genoci-

dio” contra millones de personas y que 

buscaría el enjuiciamiento de quienes 

habían cometido numerosos crímenes 

sangrientos contra civiles, incluidos ciu-

dadanos de la Federación Rusa. Al res-

pecto, cabe recordar que, desde 2014, 

varios órganos estatales y altos represen-

tantes de la Federación de Rusia se han 

referido, en declaraciones oficiales, a la 

comisión de actos de genocidio por parte 

de Ucrania en las regiones de Luhansk y 

Donetsk. En particular, el denominado 

Comité de Investigación de la Federación 

Rusa, un órgano oficial del Estado, inició 

procesos penales contra altos funcionarios 

ucranianos por la presunta comisión de 

actos de genocidio contra la población de 

habla rusa1 que vive en las regiones antes 

mencionadas “en violación de la Conven-

ción para la Prevención y la Sanción del 

Delito de Genocidio de 1948” (CIJ, 

2022a: para. 37). De manera similar, en 

un discurso pronunciado el 21 de febrero 

de 2022, el presidente de la Federación 

Rusa calificó la situación en Donbás co-

mo un “horror y genocidio, que enfrentan 

casi 4 millones de personas” (CIJ, 2022a: 

para. 38). 

 

3. La violación del derecho  

internacional 

Este uso de la fuerza armada por parte de 

Rusia ha comprometido (cuando no direc-

tamente violado gravemente) obligacio-

nes que surgen de diversas áreas del dere-

cho internacional, entre ellas los princi-

pios básicos sobre los que se asienta el 

derecho internacional, como la igualdad 

soberana, la independencia política y la 

integridad territorial de los Estados; la 

prohibición de la amenaza o uso de la 

fuerza; la solución pacífica de controver-

sias; la no injerencia en los asuntos inter-

nos de un Estado; la prohibición de adqui-

rir territorios mediante el uso de la fuerza 

y la protección y el respeto del derecho 

internacional de los derechos humanos y 

 
1 Las alegaciones de Rusia respecto de un su-

puesto genocidio en Ucrania están dirigidas a 

proteger a un conjunto de personas “rusohablan-

tes”, incluyendo nacionales rusos, a los que 

Rusia previamente otorgó pasaporte y naciona-

lidad en los territorios bajo control de los sepa-

ratistas apoyados por Rusia en Donetsk y 

Luhansk. 
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del derecho internacional humanitario, 

entre otros. En este artículo nos concen-

tramos específicamente en los argumentos 

utilizados por Rusia para justificar el uso 

de la fuerza en Ucrania (jus ad bellum) y 

en las normas del derecho internacional 

humanitario (jus in bello). 

 

3.1. El uso de la fuerza (jus ad bellum)  

El régimen internacional relativo al uso 

de la fuerza ha sufrido una notable evolu-

ción particularmente en los últimos 100 

años. Se pasó de un jus ad bellum ilimita-

do a la prohibición de la amenaza o uso 

de la fuerza (jus contra bellum). La adop-

ción de la Carta de las Naciones Unidas 

(la Carta) representó un cambio sustancial 

en ese sentido, que vino precedido de una 

serie de medidas que fue generando esa 

evolución. 

 

La piedra angular del sistema es el Art. 

2.4 de la Carta, que establece como prin-

cipio general la prohibición de la amenaza 

y el uso de la fuerza en las relaciones 

interestatales, contra la integridad territo-

rial, la independencia política y de cual-

quier otra manera incompatible con los 

propósitos y principios de las Naciones 

Unidas. Ese principio tiene dos excepcio-

nes: a) la autorización para el uso de la 

fuerza conferida por el Consejo de Segu-

ridad en el marco del Capítulo VII de la 

Carta; y b) el uso de la fuerza en legítima 

defensa, sea esta individual o colectiva. El 

Art. 2.4 se encuentra complementado por 

el Art. 2.3 que establece la obligatoriedad 

de la solución de las controversias de 

modo pacífico. 

 

El Capítulo VII de la Carta se refiere a las 

medidas que puede adoptar el Consejo de 

Seguridad en casos de amenazas a la paz, 

quebramientos de la paz o actos de agre-

sión (Art. 39), entre las que se encuentra 

la utilización de la fuerza armada (Art. 

42). 

 

El Art. 51, por su parte, se refiere al dere-

cho a la legítima defensa, individual o 

colectiva, en caso de ataque armado. Esta 

norma ha sido objeto de diferentes inter-

pretaciones y el consenso mayoritario es 

que permite el uso de la fuerza para de-

fenderse de un ataque armado actual o 

inminente (Arredondo, 2012). Asimismo, 

existe un consenso sustancial respecto de 

que la legítima defensa preventiva no está 

permitida por el derecho internacional 

(Dojas, 2011). 

 

Las normas sobre el uso de la fuerza evo-

lucionaron a través de ciertas resoluciones 

de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas (AGNU), a las que se les asigna 

naturaleza consuetudinaria. En particular, 

resultan relevantes para el caso bajo estu-

dio las Resoluciones 2131 (XX)2, 2625 

(XXV)3, 3314 (XXIX)4 y 42/225. 

 

El esquema de la seguridad colectiva de 

la Carta estaba vinculado a la creación de 

 
2 Res. 2131 (XX) “Declaración sobre la inadmi-

sibilidad de la intervención en los asuntos inter-

nos de los Estados y protección de su indepen-

dencia y soberanía”. 21 de diciembre de 1965. 

UN Doc. A/RES/2131 (XX). 
3 Res. 2625 (XXV) “Declaración de Principios 

de Derecho Internacional sobre relaciones amis-

tosas y de cooperación entre Estados conforme 

con la Carta de las Naciones Unidas”. 24 de 

octubre de 1970. UN Doc. A/RES/2625 (XXV). 
4 Res. 3314 (XXIX) “Definición de la Agre-

sión”. 14 de diciembre de 1974. UN Doc. 

A/RES/3314 (XXIX). 
5 Res. 42/22 “Declaración sobre el mejoramien-

to de la eficacia del principio de la abstención 

de la amenaza o de la utilización de la fuerza en 

las relaciones internacionales”. 18 de noviembre 

de 1987. UN Doc. A/RES/42/22. 
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unas fuerzas armadas de las Naciones 

Unidas, previstas en el Art. 43, que nunca 

llegaron a constituirse por oposición de 

las grandes potencias de la Guerra Fría 

(Arredondo, 2003). Ante el fracaso del 

esquema previsto en la Carta, el Consejo 

de Seguridad optó por autorizar el uso de 

la fuerza en aquellos casos en los que 

hubo consenso entre los miembros per-

manentes y se reunieron los votos necesa-

rios para ello (v.g. Irak, 1991; Libia, 

2011). 

 

No hay dudas de que la invasión de Rusia 

representa una violación de la prohibición 

sobre el uso de la fuerza, como lo declaró 

la AGNU en su Resolución ES-11/1, a la 

que me referiré más adelante. De hecho, 

cuando se contrasta el uso de la fuerza 

armada de Rusia en Ucrania con la lista 

no exhaustiva de “actos de agresión” con-

tenida en la Resolución de Definición de 

la Agresión, la invasión puede encasillar-

se prácticamente en todos los incisos del 

Art. 3, ya que es una invasión y ocupa-

ción del territorio de otro Estado (Art. 

3(a)), el bombardeo del territorio de otro 

Estado (Art. 3(b)), el bloqueo de puertos 

(Mariupol y el mar de Azov) (Art. 3(c)), 

un ataque contra las fuerzas terrestres, 

marítimas o aéreas de otro Estado (Art. 

3(d)) e incluso el envío de bandas arma-

das, irregulares o mercenarios (incluidos 

combatientes sirios o mercenarios del 

“Grupo Wagner”) (Art. 3(g)) (Green et 

al., 2022). Debido a que todos los usos de 

la fuerza armada por parte de Rusia en 

territorio ucraniano caen bajo el crimen 

de agresión, las acciones rusas pueden 

considerarse ilegales (Scheffer, 2022). 

 

Es un hecho claro y contundente que Ru-

sia no ha sido víctima de un ataque arma-

do por parte de Ucrania, como así tampo-

co existen evidencias de violaciones de 

derechos humanos que hayan ocurrido 

específicamente contra nacionales rusos 

en Ucrania, al menos en un nivel que 

pueda equipararse con un ataque armado 

contra Rusia. Si bien es indiscutible que 

en 2014 estalló un conflicto armado no 

internacional entre Ucrania y los grupos 

armados prorrusos en la región de Donbás 

y que, desde entonces, ha habido comba-

tes continuos, aunque esporádicos, no 

puede sostenerse que el nivel de hostili-

dades pueda considerarse un ataque ar-

mado de un Estado contra otro, desenca-

denando el derecho de legítima defensa 

colectiva. 

 

La intervención por invitación, un uso de 

la fuerza aceptado en determinadas cir-

cunstancias, requiere de ciertos requisitos 

que en este caso no se han cumplido, en-

tre ellos el de que la invitación debe pro-

venir de un legítimo representante del 

Estado. Por otra parte, un Estado no po-

dría consentir el uso de la fuerza en otro 

Estado que no fuera el propio, lo cual 

también deja sin sustento esta afirmación 

(Visser, 2020). 

 

Respecto al supuesto genocidio de la po-

blación rusohablante en las regiones de 

Donetsk y Luhansk, cabe recordar que el 

consenso mayoritario de los Estados es 

que la intervención humanitaria unilateral 

(esto es, por fuera de las Naciones Uni-

das) no está permitida por el derecho in-

ternacional (Arredondo, 2012). Así lo 

confirmó la CIJ al ordenar medidas provi-

sionales, cuando expresó que “es dudoso 

que la Convención, a la luz de su objeto y 

propósito, autorice el uso unilateral de la 

fuerza por parte de una Parte Contratante 
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en el territorio de otro Estado con el fin 

de prevenir o sancionar un presunto geno-

cidio” (CIJ, 2022a: para. 59). En lo que se 

refiere a la cuestión de la adopción de 

medidas coercitivas y el uso de la fuerza, 

tanto el Documento Final de la Cumbre 

Mundial 2005 (AGNU, 2005: para. 139), 

así como el secretario general en su in-

forme de 2009 (Naciones Unidas, 2009), 

dejan claro que la acción colectiva para 

hacer uso de la fuerza debe tomarse a 

través del Consejo de Seguridad, de con-

formidad con el Capítulo VII de la Carta 

y que la responsabilidad de proteger no 

proporciona justificación para acción 

militar unilateral. 

 

3.2. El derecho internacional  

humanitario (jus in bello) 

El derecho internacional humanitario es el 

conjunto de normas cuya finalidad, en 

tiempo de conflicto armado es, por una 

parte, proteger a las personas que no par-

ticipan o han dejado de participar en las 

hostilidades y, por otra, limitar los méto-

dos y medios de hacer la guerra. Entre sus 

principios fundamentales, recogidos en 

los Convenios de Ginebra de 1949 y sus 

Protocolos adicionales de 1977, se en-

cuentran los de humanidad, distinción, 

necesidad militar, prohibición de los ma-

les superfluos y el de proporcionalidad, 

que establece el equilibrio entre la necesi-

dad militar y el principio de humanidad 

(Arredondo, 2021: 329-342). 

 

Las acciones de Rusia han violado los 

principios de humanidad y distinción. 

Rusia ha estado bombardeando y atacan-

do con misiles hospitales e instalaciones 

médicas, escuelas, hogares e iglesias. Ha 

seguido lanzando bombas contra ciudades 

pacíficas y densamente pobladas, como 

Mariupol, Kyiv, Sumy, Kharkiv y otras 

ciudades (BBC, 2022). 

 

Por otra parte, las fuerzas rusas han utili-

zado armas prohibidas que son notorias 

por los daños inaceptables que infligen a 

la población civil y que por ello mismo 

son ilegales, violando los principios de 

necesidad militar, prohibición de los ma-

les superfluos y el de proporcionalidad. 

Los dos tipos de armas mayormente usa-

das son bombas de racimo (Naciones 

Unidas, 2022a), que han sido prohibidas 

por la mayoría de los países del mundo, y 

bombas termobáricas, armas explosivas 

de amplio alcance, que cuando se usan en 

áreas pobladas son una de las principales 

causas de víctimas civiles en los conflic-

tos armados contemporáneos (Docherty, 

2022). 

 

Asimismo, Rusia no ha permitido la utili-

zación de corredores humanitarios, impi-

diendo la entrega de medicamentos y 

alimentos (Naciones Unidas, 2022d). 

Human Rights Watch ha documentado 

varios casos de fuerzas militares rusas que 

cometieron violaciones al derecho inter-

nacional humanitario en áreas ocupadas 

de las regiones de Chernihiv, Kharkiv y 

Kyiv (HRW, 2022). Se alega que los sol-

dados rusos usan la violación como arma 

de guerra (Taylor, 2022), que Rusia esta-

ría instalando minas antipersonales en las 

aguas del Mar Negro y el Mar de Azov 

(Destch, 2022) y que habría realizado 

intentos de obligar a la población civil de 

las ciudades sitiadas a huir al territorio de 

Rusia y Bielorrusia (Naciones Unidas, 

2022d). Incluso se ha mencionado la po-

sibilidad de que Rusia utilice armas quí-

micas (Muñoz Pandiella, 2022). 
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Estos incidentes no son casos aislados, 

sino que reflejan la forma sistemática en 

que Rusia está librando una acción arma-

da ilegal contra Ucrania y su población 

civil. Estos hechos son una muestra del 

desprecio de Rusia por el derecho inter-

nacional, incluido el derecho internacio-

nal humanitario, y por los principios so-

bre los que se basan las Naciones Unidas, 

contrariamente a lo sostenido por su mi-

nistro de Asuntos Exteriores (Lavrov, 

2021). 

 

Según Unicef y el Alto Comisionado de 

las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos, el primer mes de este conflicto 

armado ha provocado que 4 millones de 

personas hayan huido de Ucrania, que 6,5 

millones de personas se transformen en 

desplazados internos y que 13 millones 

hayan quedado atrapados en áreas afecta-

das y no pueden salir, generando una de 

las mayores crisis de refugiados en Euro-

pa (Naciones Unidas, 2022b). Ello pone 

de relieve la importancia de la iniciativa 

de asistencia humanitaria de México y 

Francia (México, 2022). 

 

Las acciones de Rusia podrían constituir 

crímenes de guerra y de lesa humanidad, 

e inclusive el crimen de agresión (TGAN, 

2022). Razones de espacio y formato ha-

cen que el tratamiento de estas cuestiones 

no sean objeto de consideración en este 

trabajo. 

 

4. La respuesta de la comunidad  

internacional 

La comunidad internacional ha respondi-

do a la agresión de Rusia tanto de manera 

institucional como por parte de algunos 

Estados, principalmente Estados Unidos, 

Canadá, países e instituciones de la Unión 

Europea (UE), Japón, Australia y algunos 

otros. 

 

4.1. La respuesta institucional 

En el marco de las Naciones Unidas, la 

cuestión de Ucrania fue abordada tanto en 

el seno del Consejo de Seguridad como 

en la Asamblea General, reunida en se-

sión de emergencia. Obviamente, tratán-

dose de una situación que involucra a uno 

de sus miembros permanentes, las accio-

nes en el seno del Consejo de Seguridad 

se vieron paralizadas por el accionar de 

Rusia. Alemania y Estados Unidos pre-

sentaron un proyecto de resolución que 

condenaba la invasión de Rusia a Ucrania 

y que exigía la salida de sus tropas de este 

país. A pesar de contar con el apoyo de 

once miembros, el proyecto no pudo ser 

aprobado, ya que hubo abstenciones de 

China, Emiratos Árabes Unidos y la In-

dia, y un voto en contra de Rusia, que usó 

su poder de veto (Naciones Unidas, 

2022c). Posteriormente, Rusia presentó 

un proyecto de resolución sobre la situa-

ción humanitaria en Ucrania, que tampo-

co pudo ser aprobado porque solo recibió 

dos votos a favor (Rusia y China), mien-

tras que el resto de los miembros del Con-

sejo se abstuvo (Lederer et al., 2022). 

 

La inacción del Consejo de Seguridad 

motivó que, por undécima vez en su his-

toria, la AGNU recurriera al mecanismo 

de la Resolución 377 (V) y se reuniera en 

sesión de emergencia (Delgado Peralta, 

2022). La AGNU adoptó, hasta el mo-

mento tres resoluciones sobre Ucrania en 

ese formato. Las dos primeras son la ES-

11/1, “Agresión contra Ucrania” (UN Doc 

A/RES/ES-11/1)6 y la ES-11/2, “Conse-

 
6 La resolución ES11/1 fue aprobada con 141 

votos a favor, 5 en contra y 35 abstenciones. 
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cuencias humanitarias de la agresión con-

tra Ucrania” (UN Doc A/RES/ES-11/2)7. 

 

Las resoluciones recuerdan las obligacio-

nes de los Estados Miembros en el marco 

de la Carta, condenan la “operación mili-

tar especial” en Ucrania y reafirman que 

no se reconocerá como legal ninguna 

adquisición territorial derivada de la ame-

naza o el uso de la fuerza. A su vez, ex-

presan su grave preocupación por las con-

secuencias humanitarias de la agresión 

contra Ucrania y exigen que la Federación 

de Rusia ponga fin de inmediato al uso de 

la fuerza contra Ucrania y se abstenga de 

recurrir a cualquier otra forma ilícita de 

amenaza o uso de la fuerza contra cual-

quier otro Estado Miembro. Asimismo, 

condenan todas las violaciones del dere-

cho internacional humanitario y las viola-

ciones y abusos de los derechos humanos, 

y exhorta a todas las partes a que respeten 

estrictamente las disposiciones pertinen-

tes del derecho internacional humanitario. 

 

El Consejo de Derechos Humanos de las 

Naciones Unidas adoptó, el 4 de marzo de 

2022, la resolución 49/1, “Situación de 

los derechos humanos en Ucrania a raíz 

de la agresión rusa” (UN Doc 

A/HRC/RES/49/1), en la que, aduciendo 

consideraciones similares a las expresadas 

en las resoluciones de la AGNU, condena 

los abusos y violaciones de los derechos 

humanos y las vulneraciones del derecho 

internacional humanitario resultantes de 

la agresión cometida por Rusia contra 

Ucrania; exhorta a Rusia a que ponga fin 

inmediatamente a sus abusos y violacio-

nes de los derechos humanos y vulnera-

ciones del derecho internacional humani-

 
7 La resolución ES11/2 fue aprobada con 140 

votos a favor, 5 en contra y 38 abstenciones. 

tario en Ucrania, y pide la retirada rápida 

y verificable de las tropas rusas y de los 

grupos armados apoyados por ella de todo 

el territorio de Ucrania. Asimismo, insta a 

que se establezca un acceso humanitario 

inmediato, seguro y sin obstáculos, y de-

cide establecer, con carácter urgente, una 

comisión internacional independiente de 

investigación. 

 

A propuesta de Estados Unidos y otros 

países que coauspiciaron la propuesta, el 

7 de abril de 2022 la AGNU tomó la me-

dida extraordinaria de adoptar una resolu-

ción (UN Doc A/RES/ES-11/3) que sus-

pendió la membresía de la Federación 

Rusa en el Consejo de Derechos Huma-

nos (CDH), a raíz de imágenes y testimo-

nios recientemente revelados de atrocida-

des perpetradas contra la población civil 

de Ucrania. Esta es la segunda vez en los 

16 años de historia del Consejo que un 

miembro es suspendido por cometer “vio-

laciones graves y sistemáticas de los de-

rechos humanos” y representa una señal 

fuerte y clara de que las Naciones Unidas 

condena las atrocidades que se están per-

petrando en Ucrania. Sin embargo, no 

puede dejar de señalarse que en esta oca-

sión el número de países que votó a favor 

de condenar a Rusia disminuyó conside-

rablemente respecto de las dos resolucio-

nes anteriores de la AGNU8.  

 
8 La Resolución fue aprobada por 93 votos a 

favor, 24 en contra y 58 abstenciones. Estas 

abstenciones representan el 47% de la membre-

sía de la organización, lo que pone en evidencia 

una grieta sustancial entre los miembros respec-

to de la suspensión de Rusia. No es un dato 

menor subrayar el hecho de que la Federación 

de Rusia envió una carta a algunos miembros de 

las Naciones Unidas expresando que votar a 

favor de su suspensión significaría un acto 

inamistoso que tendrá consecuencias. La carta 

fue enviada a Estados africanos, asiáticos y de 
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Entre los miembros del Consejo de Segu-

ridad, tres votaron en contra del proyecto 

de resolución (China, Gabón y Rusia), 

seis se abstuvieron (Brasil, Ghana, India, 

Kenia, México y Emiratos Árabes Uni-

dos) y los seis miembros restantes votaron 

a favor (Albania, Francia, Irlanda, Norue-

ga, Estados Unidos y el Reino Unido). 

Varios miembros que se abstuvieron, 

incluidos los dos latinoamericanos, Brasil 

y México, señalaron en su explicación de 

voto que creen que la decisión de suspen-

der a Rusia del CDH debería haberse to-

mado solo después de la conclusión de la 

investigación por parte de la Comisión 

internacional independiente de Investiga-

ción establecida por el CDH el 4 de mar-

zo (SCR, 2022). Asimismo, algunos de 

los países que cambiaron su voto y se 

abstuvieron, fundamentaron su decisión 

aduciendo que el enfoque central debería 

ser llevar ante la justicia a los responsa-

bles de atrocidades y no suspender a nin-

gún Estado de un órgano subsidiario de la 

Asamblea General (Naciones Unidas, 

2022f). En este cambio de voto puede 

haber consideraciones meta jurídicas que 

se analizan en el apartado 6.  

 

El cuadro de la siguiente página (10) ex-

hibe el cambio de voto por grupo regional 

y por resolución. 

 

En respuesta a esta decisión, la Federa-

ción de Rusia habría decidido abandonar 

el Consejo de Derechos Humanos antes 

del final de su mandato, manifestando que 

el organismo estaba monopolizado por un 

 
América Latina y el Caribe, ciertamente países 

de menor gravitación en el escenario internacio-

nal, que procuran evitar verse involucrados de 

manera directa en la lucha de las grandes poten-

cias por Ucrania. 

grupo de Estados que lo utilizan para sus 

objetivos a corto plazo (Naciones Unidas, 

2022g). En su explicación, el representan-

te ruso expresó que “la resolución es una 

forma de preservar la dominación y el 

control total de los derechos humanos y el 

neocolonialismo de las relaciones interna-

cionales” (Naciones Unidas, 2022h)9. 

 

Desde febrero de 2022, la Unión Europea 

viene celebrando reuniones periódicas en 

las que se analiza la situación en Ucrania 

desde diferentes perspectivas. Al produ-

cirse la invasión rusa a Ucrania, la UE 

condenó fuertemente la decisión del pre-

sidente Putin de reconocer las zonas de 

Donetsk y Luhansk no controladas por el 

gobierno y la agresión militar no provo-

cada e injustificada de Rusia contra Ucra-

nia. Asimismo, como lo hizo las Naciones 

Unidas, también condenó la participación 

de Bielorrusia en la agresión militar de 

Rusia (UE, 2022). Hasta el momento, la 

UE ha impuesto cinco paquetes de san-

ciones en respuesta a la acción armada de 

Rusia en Ucrania y al reconocimiento de 

las zonas de las provincias de Donetsk y 

Luhansk. Las medidas están concebidas 

para debilitar la base económica de Rusia, 

privándola de tecnologías y mercados 

vitales y limitando significativamente su 

capacidad para mantener la guerra. 

 

 
9 Al momento de finalizar la redacción de este 

trabajo (10 de abril de 2022), la Federación de 

Rusia no había presentado formalmente su soli-

citud de retiro del CDH. 
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Las sanciones impuestas por la UE abar-

can tanto a individuos (Vladimir Putin, 

Serguéi Lavrov y los miembros de la 

Duma Estatal rusa y del Consejo de Segu-

ridad Nacional, entre otros; asimismo se 

ha suspendido la facilitación de visados 

para diplomáticos, funcionarios y empre-

sarios rusos —Roman Abramovich y 

German Khan, entre otros—) como res-

tricciones al acceso de Rusia a los merca-

dos y servicios financieros y de capitales 

de la UE. Las sanciones económicas 

abarcan los sectores de las finanzas, la 

energía, el transporte y la tecnología; se 

ha cerrado del espacio aéreo de la UE a 

todas las aeronaves rusas; se han prohibi-

do las transacciones con el Banco Central 

de Rusia, el acceso al sistema SWIFT 

para siete bancos rusos, el suministro de 

billetes denominados en euros y se han 

suspendido la transmisión en la UE de los 

canales de comunicación públicos Russia 

Today y Sputnik. 

 

El quinto paquete de sanciones, acordado 

el 8 de abril de 2022, incluye una serie de 

medidas destinadas a aumentar la presión 

sobre el gobierno y la economía de Rusia 

y a limitar los recursos del Kremlin para 

proseguir la agresión, entre las que se 

encuentran, entre otras, la prohibición de 

comprar, importar o transferir carbón y 

otros combustibles fósiles sólidos a la 

UE; las prohibiciones de facilitar el acce-

so a los puertos de la UE a los buques 

registrados bajo pabellón ruso y de trans-

portar mercancías por carretera dentro de 

la UE, también en tránsito, a cualquier 

empresa rusa y bielorrusa de transporte 

por carretera. No obstante, se conceden 

excepciones para una serie de productos, 

como los productos farmacéuticos, médi-

cos, agrícolas y alimentarios, incluido el 
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trigo, y para el transporte por carretera 

con fines humanitarios. 

 

La invasión rusa de Ucrania ha provocado 

la crisis de seguridad más grave en Euro-

pa en décadas y ha llevado a la UE a to-

mar decisiones sin precedentes en materia 

de seguridad, defensa y ampliación. Si-

multáneamente, está comenzando a am-

pliar la acción exterior de la UE, generan-

do nuevos interrogantes tanto para la or-

ganización como para los Estados Miem-

bros (Fama y Musiol, 2022). 

 

Por su parte, al momento de producirse la 

invasión a rusa a Ucrania, el Consejo de 

Europa (COE) suspendió en primera ins-

tancia a Rusia (COE, 2022), considerando 

la grave violación por parte de la Federa-

ción de Rusia de sus obligaciones en vir-

tud del artículo 3 del Estatuto del Consejo 

de Europa. Rusia respondió a esa medida 

retirándose de la organización. El 15 de 

marzo, el COE recibió una notificación 

formal de la Federación de Rusia comuni-

cando su retiro del Consejo de Europa, en 

virtud del artículo 7 del Estatuto, así co-

mo de su intención de denunciar el Con-

venio Europeo de Derechos Humanos 

(COE, 2022a). El COE, en el contexto del 

procedimiento iniciado en virtud del ar-

tículo 8 de su Estatuto, decidió que la 

Federación de Rusia deje de ser miembro 

a partir del 16 de marzo de 2022 (COE, 

2022b). Sin perjuicio de ello, las obliga-

ciones de Rusia continúan vigentes hasta 

el 22 de octubre de 2022, de acuerdo a los 

términos del instrumento constitutivo del 

COE. Esto es preocupante porque dejará a 

145 millones de rusos fuera de la protec-

ción que les otorga el mecanismo europeo 

de derechos humanos. Si bien la decisión 

es política y moralmente justificable, la 

decisión plantea problemas legales y 

prácticos, incluida la no participación de 

Rusia en los procedimientos y la no eje-

cución de las sentencias (Dzehtsiarou y 

Helfer, 2022). 

 

A su vez, la Organización del Tratado del 

Atlántico Norte (OTAN), a quien Rusia 

apunta como una de las principales causas 

de su invasión a Ucrania, ha evitado hasta 

ahora cualquier intervención directa en 

Ucrania por temor a provocar una escala-

da que podría desencadenar una III Gue-

rra Mundial con arsenales nucleares al 

alcance de los dos bandos (Gómez, 2022). 

Sin embargo, ha condenado en duros tér-

minos las acciones armadas rusas y ha 

adoptado una serie de medidas tendientes 

a fortalecer y mantener el apoyo a Ucra-

nia, ya que reconocen la urgencia de dar 

más apoyo (OTAN, 2022). 

 

En el plano regional americano, en la 

Organización de Estados Americanos 

(OEA) hubo un primer intento de condena 

que fracasó por no reunir la cantidad de 

votos necesarios para su aprobación 

(France24, 2022), aunque generó una 

declaración de condena de 15 países (In-

fobae, 2022). Posteriormente, el 25 de 

marzo de 2022, el Consejo Permanente de 

la OEA aprobó la Resolución CP/RES. 

1192 (2371/22), “La crisis en Ucrania” 

(OEA, 2022), que se refiere a las “viola-

ciones del derecho internacional humani-

tario” y los abusos a los derechos huma-

nos, condena los crímenes cometidos en 

territorio ucraniano y exige “un paso se-

guro y sin restricciones a destinos fuera 

de Ucrania” a la población “sin trabas a la 

asistencia humanitaria sin discrimina-

ción”. Veintiocho países votaron a favor 

de la resolución, que no tuvo votos en 
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contra, pero sí cinco abstenciones (Brasil, 

El Salvador, Honduras, Bolivia, y San 

Vicente y las Granadinas) y un ausente. 

 

El Consejo de la Liga de los Estados Ára-

bes también expresó su posición respecto 

al conflicto armado el 28 de febrero de 

2022 (Naciones Unidas, 2022i). Las posi-

ciones divididas de sus miembros se refle-

jan en su comunicado que, si bien “expre-

sa su preocupación por la evolución de 

los acontecimientos que tienen lugar en 

Ucrania y … (S)ubraya la importancia de 

que se respeten los principios del derecho 

internacional y la Carta de las Naciones 

Unidas”, evita condenar las acciones ru-

sas y hablar de agresión o invasión. Utili-

zando un lenguaje neutro, manifiesta “su 

preocupación por el deterioro de la situa-

ción humanitaria” y apoya “las iniciativas 

orientadas a aliviar el nivel de tensión”. 

 

Además, se activaron los mecanismos de 

distintos tribunales internacionales, en 

adición a una serie de instancias jurisdic-

cionales que ya se encontraban en marcha 

(Milanovic, 2022). Ante un pedido de 

Ucrania, la CIJ afirmó su jurisdicción en 

el caso y, considerando que la urgencia de 

la situación y el carácter irreversible de 

los daños causados por Rusia en lo relati-

vo a las vidas humanas, a la integridad 

física y mental, así como a los bienes y al 

ambiente en Ucrania así lo ameritan, or-

denó a Rusia suspender de inmediato 

todas sus operaciones militares (CIJ, 

2022a). 

 

Por su parte, con una rapidez inusual, 

después de recibir una remisión de 41 

Estados, el 2 de marzo, la Oficina del 

Fiscal de la Corte Penal Internacional 

anunció que había procedido a abrir una 

investigación sobre la Situación en Ucra-

nia sobre la base de las remisiones recibi-

das. De acuerdo con los parámetros juris-

diccionales generales conferidos a través 

de estas remisiones, y sin perjuicio del 

enfoque de la investigación, el alcance de 

la situación abarca cualquier acusación 

pasada y presente de crímenes de guerra, 

crímenes de lesa humanidad o genocidio 

cometidos en cualquier parte del territorio 

de Ucrania por cualquier persona desde el 

21 de noviembre de 2013 en adelante 

(CPI, 2022). 

 

4.2. Las respuestas estatales 

Una de las características centrales del 

derecho internacional es la inexistencia de 

un mecanismo centralizado para la ejecu-

ción de sus normas. Por ello, la mucha o 

poca efectividad del derecho internacional 

depende en última instancia de la volun-

tad de los gobiernos nacionales de cum-

plir y aplicar sus preceptos (Arredondo, 

2020: 29-40). 

 

Como afirma Remiro Brotóns “la perti-

nencia del concepto de sanción como 

medida de aplicación coactiva del Dere-

cho Internacional en su dimensión institu-

cionalizada ha de ser aceptada, siempre 

que se predique de los actos de un régi-

men o de una Organización cuya finalidad 

sea reaccionar contra la violación de sus 

reglas atribuida a sus miembros” (Remiro 

Brotóns, 2010: 447). 

 

La aplicación de sanciones de manera 

institucional está centralizada en el Con-

sejo de Seguridad de las Naciones Uni-

das, pero la presencia de Rusia como 

miembro permanente con derecho a veto 

no hubiera permitido la implementación 

de los mecanismos multilaterales al caso 
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de Ucrania. Ello generó que algunos Es-

tados, los de mayor gravitación en el es-

cenario internacional, dispusieran la apli-

cación unilateral de lo que usualmente se 

denominan “sanciones” a Rusia. En reali-

dad, se trata de contramedidas, entendidas 

como “medidas unilaterales de respuesta 

contra un hecho internacionalmente ilícito 

previo, que constituyen a su vez una vio-

lación de una obligación internacional, 

adoptadas con el objeto de inducir al Es-

tado contra el cual se adoptan al cumpli-

miento de sus obligaciones derivadas de 

la responsabilidad internacional: el cese 

en el incumplimiento y la reparación ínte-

gra, en especial” (Casanovas y Rodrigo, 

2018: para. III. 461). El Peterson Institute 

for International Economics ha creado un 

excelente recurso que permite visualizar 

qué países aplican contramedidas a Rusia, 

su tipo y también quienes no las aplican 

(PIIE, 2022). 

 

Existe consenso respecto de que los Esta-

dos no pueden aplicar sanciones unilate-

rales como contramedida contra una vio-

lación del derecho internacional y, en 

particular, en el marco de la Organización 

Mundial de Comercio (OMC), las con-

tramedidas no están disponibles en res-

puesta a incumplimientos de obligaciones 

ajenas a la OMC (Azaria, 2022). De ma-

nera impropia Estados y grupos de Estado 

utilizan la expresión sanción para referir-

se a meras retorsiones o, lo que es más 

grave, para legitimar acciones que son, 

simplemente, hechos ilícitos. Las sancio-

nes extraterritoriales unilaterales pueden 

constituir un abuso de derecho en caso de 

que estén funcionalmente conectadas con 

sanciones primarias que violen normas de 

jus cogens o que socaven el sistema de la 

Carta de la ONU, independientemente de 

la fuerza de la presión económica ejercida 

(Schmidt, 2022). Esa posición fue soste-

nida por el Representante Permanente 

alterno de la Federación de Rusia ante las 

Naciones Unidas, Dmitri Medvédev, 

quien expresó que las sanciones adopta-

das al margen del Art. 41 de la Carta son, 

en realidad, “represalias” no reconocidas 

por el derecho internacional (SWI, 2022). 

Incluso fue más allá al afirmar que esas 

sanciones contra Rusia pueden ser inter-

pretadas como un acto de agresión inter-

nacional, frente al cual su país “tiene de-

recho a un derecho a la legítima defensa 

individual y colectiva”. Sin embargo, el 

consenso mayoritario es que solo un ata-

que armado autoriza la legítima defensa y 

que el uso de la fuerza al que se refiere el 

Art. 2 de la Carta es únicamente la fuerza 

armada, por lo que las contramedidas que 

no impliquen el uso de la fuerza armada, 

permitidas por el derecho internacional, 

no darían lugar a la legítima defensa. 

 

Ello tiene implicaciones más amplias para 

el derecho internacional y para el multila-

teralismo, porque las contramedidas son 

un medio significativo (aunque no el úni-

co) de hacer cumplir y de preservar la 

integridad normativa de las obligaciones 

internacionales. La aplicación de sancio-

nes económicas en respuesta a violacio-

nes de normas internacionales pone en 

desventaja a los Estados con menor gravi-

tación en el sistema internacional que 

buscan hacer valer sus derechos de dere-

cho internacional. Por esta razón (y otras), 

los países de América Latina y África no 

han aplicado sanciones unilaterales eco-

nómicas o de otra índole a Rusia. Una 

fundamentación de esta posición puede 

verse en el discurso del ministro de Rela-
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ciones Exteriores argentino de principios 

de marzo de 2022 (Chambers, 2022). 

 

En adición a la aplicación de sanciones, 

algunos Estados están brindando asisten-

cia logística y militar a Ucrania. Ello ge-

neró cierto debate en el sentido de consi-

derar que prestar este tipo de asistencia 

convertiría esos Estados en co-

combatientes y parte del conflicto armado 

ruso-ucraniano. Sin embargo, este tipo de 

apoyo está permitido por el derecho inter-

nacional (de Hoogh, 2022; Wentker, 

2022). Como lo reconociera la CIJ en el 

asunto Nicaragua, el derecho a la legíti-

ma defensa no solo permite el uso defen-

sivo de la fuerza armada por parte de un 

Estado individualmente, sino que permite 

a otros Estados, a solicitud del Estado 

atacado, usar la fuerza militar en apoyo de 

la víctima de ese ataque armado (CIJ, 

1986, paras.194-195, 196-199 y 232-236). 

El derecho a la legítima defensa colectiva 

puede invocarse y ejercerse independien-

temente de la existencia de un tratado 

preexistente o la membresía en una orga-

nización de seguridad colectiva (Arre-

dondo, 2020a: 303-317). 

 

El 11 de marzo de 2022 ante la presión 

internacional para que Estados Unidos 

intervenga militarmente a favor de Ucra-

nia, el presidente Biden señaló que Esta-

dos Unidos no podía intervenir directa-

mente en Ucrania contra la invasión rusa 

porque eso llevaría a la III Guerra Mun-

dial, por lo que tampoco es una opción. 

Un tipo de medida que fue particularmen-

te objeto de discusión fue el estableci-

miento de una zona de prohibición de 

vuelo, que fue descartado porque, como 

lo señaló la mayoría de los analistas, esta 

decisión entraña el riesgo de un escala-

miento del conflicto armado y el peligro 

confrontación directa y/o una guerra nu-

clear (Grieco, 2022). 

 

5. Los efectos del conflicto en Ucrania 

sobre el orden internacional 

Hay quienes afirman que la invasión rusa 

a Ucrania “marcó el fin del orden interna-

cional ‘liberal’ post-1989” (Rodrik, 

2022), que ya venía herido de muerte por 

una serie de factores endógenos y exóge-

nos, como la crisis financiera de 2008, el 

conflicto geopolítico entre China y Esta-

dos Unidos, la pérdida de fe en la demo-

cracia y la pandemia del coronavirus, 

entre otros (Arredondo, 2020). Las reso-

luciones de la AGNU subrayan una preo-

cupación generalizada por las repercusio-

nes de la agresión de Rusia contra Ucra-

nia en los fundamentos mismos de las 

Naciones Unidas, así como por sus efec-

tos a gran escala en el desarrollo mundial, 

la seguridad alimentaria y la recuperación 

de la pandemia. 

 

Se ha originado una crisis alimentaria 

global, producto la salida del mercado de 

las cosechas de trigo de Ucrania y Rusia y 

la escasez de fertilizantes. La Conferencia 

de las Naciones Unidas sobre Comercio y 

Desarrollo ha rebajado las predicciones 

sobre el crecimiento económico mundial 

para este año del 3,5 % al 2,5 %, advir-

tiendo que la actual crisis en Ucrania está 

elevando los precios de los alimentos y 

los combustibles, interrumpiendo el co-

mercio mundial y amenazando la recupe-

ración mundial de los efectos de la pan-

demia. 

 

Sanahuja señala que la invasión rusa a 

Ucrania ha profundizado el impacto de la 

geopolítica en la economía globalizada, 
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poniendo de relieve “las implicaciones 

del uso coercitivo de las interdependen-

cias económicas”. Una de sus consecuen-

cias ha sido la de “obligar a Europa a 

acelerar su búsqueda de autonomía ener-

gética” (Sanahuja, 2022). 

 

En términos de economía política interna-

cional, la salida o restricción de operacio-

nes de más de 400 empresas multinacio-

nales en Rusia es un hecho sin preceden-

tes. Por otro lado, el suministro de armas 

a Ucrania está teniendo consecuencias 

determinantes en el campo de batalla. El 

suministro de armas y de inteligencia a 

Kiev ha sido decisivo y los aliados han 

decidido reformular su apoyo para la nue-

va fase del conflicto (Rizzi, 2022). 

 

A su ya robusta gravitación en el orden 

internacional, China ha venido a asumir 

una suerte de rol de “amigable compone-

dor”, ya que si bien se ha mostrado cla-

ramente como “socio estratégico” de Ru-

sia (Arredondo, 2021: 4-5), por ejemplo, 

al ser el único país en el Consejo de Segu-

ridad que apoyó el proyecto de resolución 

presentado por Rusia a fines de marzo 

(mientras que los otros 13 miembros se 

abstuvieron) (Sánchez-Vallejo, 2022); 

tiene muy presente el grado de imbrica-

ción de las cadenas de suministro y las 

oportunidades comerciales que le abre el 

conflicto y se espera que ejerza cierta 

presión sobre Rusia para contener sus 

acciones. Estados Unidos, consciente de 

ese rol de China, busca “comprar” su 

voluntad (v.g. ha excluido a 352 produc-

tos de los aranceles impuestos por Trump 

en 2018) (Arredondo, 2019: 6). 

 

Existen al menos dos líneas de pensa-

miento opuestas dentro de China sobre 

cómo Beijing debería responder a la crisis 

en Ucrania: una antiestadounidense y otra 

pragmática. En las declaraciones oficiales 

domina la lente antiestadounidense, pero 

los pragmáticos consideran que lo sustan-

cial para China es su crecimiento a largo 

plazo, su posición global y sus principios. 

Desde esta perspectiva, rechazar la inva-

sión de Putin y negociar activamente la 

paz en Ucrania presenta una rara oportu-

nidad para que China repare su deteriora-

da relación con Estados Unidos y Europa 

(Ang, 2022). 

 

Un orden internacional de suma cero, 

donde asuma primacía el “dilema de la 

seguridad” (Fouillet, 2021), subordina a 

un segundo plano todos los demás asun-

tos, incluidos el comercio, la inversión, el 

cambio climático, la pobreza mundial y la 

salud pública. Por ello, resulta imperioso 

que estas cuestiones recobren preeminen-

cia en la agenda internacional. Negocia-

ciones cruciales como la del acuerdo nu-

clear con Irán están siendo desatendidas. 

 

6. América Latina ante los desafíos a 

un orden internacional basado en nor-

mas10 

El uso de la fuerza ha sido una constante 

en la historia de la humanidad. La historia 

nos enseña que las proclamaciones que 

los Estados hacen en foros internacionales 

referidas a la prohibición del recurso a la 

fuerza a menudo son contradichas por sus 

 
10 Si bien se ha procurado establecer una dife-

rencia entre las nociones de un “orden interna-

cional basado en normas” y “el derecho interna-

cional” (los discursos de Xi y Lavrov en el 76° 

período de sesiones de la AGNU (2021) son 

claros ejemplos de esta visión), y de hecho, 

técnicamente, son conceptos diferentes, en este 

trabajo utilizamos esas expresiones de manera 

indistinta, procurando subrayar la relevancia de 

las normas para el orden internacional. 
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actuaciones. La práctica internacional 

muestra abundantes ejemplos de utiliza-

ción unilateral de la fuerza cuya compati-

bilidad con el derecho internacional es 

bastante controvertida (v.g. Grenada, Pa-

namá, Kosovo, Irak, entre otras). No se 

trata de una cuestión nueva. Ya Thomas 

Franck se preguntaba hace más de 50 

años quién mató al Art. 2.4 (Franck, 

1970); mientras Louis Henkin le respon-

día diciendo que era muy temprano para 

declarar su muerte (Henkin, 1971). 

 

Lo cierto es que las normas que regulan el 

uso de la fuerza armada continúan siendo 

objeto de interpretaciones divergentes por 

parte de aquellos Estados que poseen la 

capacidad de hacer uso de esa fuerza y, 

usualmente, realizan interpretaciones que 

buscan satisfacer sus objetivos de política 

exterior, aunque esa visión se encuentre 

totalmente disociada de la realidad, como 

lo es en el caso de Ucrania. 

 

El derecho, en general, y especialmente el 

derecho internacional, es la resultante no 

solo de autoridad, entendida como com-

petencia o facultad, sino también de po-

der. El poder no es algo extraño, contra-

puesto u hostil al derecho, sino que es 

algo que lo presupone, ya que la autoridad 

no podría existir en ausencia de un meca-

nismo de control o poder que la haga efi-

caz. La autoridad que caracteriza al dere-

cho no existe en el vacío, sino que subya-

ce en su entrecruce con el poder. El dere-

cho es, en definitiva, el entrelazamiento 

de la autoridad con el poder (Arredondo, 

2020: 29-40). 

 

El derecho internacional sirve para mejo-

rar la estabilidad y la previsibilidad de las 

interacciones estatales. Sin embargo, los 

Estados se ven motivados por diferentes 

circunstancias al momento de otorgar su 

consentimiento a obligarse por las normas 

del derecho internacional, así como res-

pecto de cuándo y cómo crearlo. Ese pro-

ceso de toma de decisiones puede ser 

abordado desde tres perspectivas: a) los 

enfoques basados en el poder para la ela-

boración del derecho internacional consi-

deran las formas en las que el derecho 

internacional es utilizado por los Estados 

poderosos para preservar sus posiciones 

de poder relativas y, a la vez, restringir la 

capacidad de acción de otros; b) los enfo-

ques basados en intereses presuponen que 

el derecho internacional es un instrumen-

to que sirve tanto al interés nacional de 

los Estados y simultáneamente permite 

ganancias mutuas; y c) los enfoques basa-

dos en la identidad afirman que el dere-

cho internacional refleja y da forma a las 

identidades estatales. 

 

Examinemos cada una de estas proposi-

ciones: 

 

a) Los enfoques basados en el poder: sos-

tienen que el derecho internacional es 

creado y entra en vigor cuando los Esta-

dos que poseen el poder suficiente toman 

las medidas necesarias para ello. Efecti-

vamente, el derecho internacional con-

temporáneo es originalmente una creación 

europea y occidental, que estableció cier-

tos cánones que reflejaban su concepción 

de política exterior, sus principios y valo-

res y, fundamentalmente, sus intereses. 

Existen abundantes ejemplos en este sen-

tido y baste señalar, por ejemplo, que los 

Estados europeos del siglo XVIII no con-

sideraban los tratados que suscribían entre 

ellos con el mismo nivel de compromiso 

y obligación que los que suscribían con 
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Estados asiáticos o de otras regiones del 

mundo (Pitts, 2018). Rodrik afirma que 

“los responsables de las políticas esta-

dounidenses y europeas se ven a sí mis-

mos… como actores benignos bieninten-

cionados (pero)… cuando hablan de un 

‘orden internacional basado en normas’ 

olvidan que ese orden se construyó para 

favorecer los intereses de sus propios 

países” (Rodrik, 2021). 

 

Al momento de producirse los procesos 

de emancipación en América Latina, los 

Estados que surgían a la independencia se 

encontraron con un derecho internacional 

que les era desfavorable (Kohen, 2001). 

Sin embargo, procuraron introducir nor-

mas favorables a la perspectiva regional 

como reglas claras para la protección de 

sus territorios (a través de la utilización 

del uti possidetis juris), los principios de 

igualdad jurídica de los Estados y no in-

tervención, las doctrinas Calvo y Drago 

como respuesta a los abusos en las recla-

maciones de los Estados dominantes, la 

conciliación y el arbitraje como medios 

de solución de controversias entre Esta-

dos, la reducción y limitación de los ar-

mamentos navales, la regla del no reco-

nocimiento de las conquistas territoriales 

y el colonialismo, el reconocimiento de la 

beligerancia, la libertad de los mares para 

los neutrales, los derechos de los extranje-

ros sobre la base de la igualdad civil con 

los nacionales y la codificación del dere-

cho internacional. Una práctica especial-

mente relevante ha sido la del asilo di-

plomático, que no es reconocida a escala 

global (Arredondo, 2017). 

 

Los Estados poderosos buscan proyectar 

su poder e influencia sobre los demás 

utilizando para ello el derecho internacio-

nal. Las grandes potencias escriben las 

normas para satisfacer sus propios intere-

ses, pero cuando esas normas no concuer-

dan con los intereses vitales de los Esta-

dos dominantes, esos mismos Estados los 

ignoran o los reescriben (Mearsheimer, 

2019: 10). Quienes consideran a la elabo-

ración del derecho internacional como 

una expresión del dominio estatal sugie-

ren que los Estados poderosos crean el 

derecho internacional para imponer res-

tricciones externas y coercitivas a los 

Estados con menor gravitación en el sis-

tema internacional como parte de un in-

tento de mantener su porción del poder 

mundial o incluso aumentarlo. “Ordenes 

de exclusión” lo llama Lascurettes, quien 

afirma que los Estados poderosos se dedi-

can a construir el orden internacional no 

para ser benevolentes e inclusivos, sino 

para excluir a actores y entidades particu-

lares en la política mundial (Lascurettes, 

2020). 

 

Esto también puede percibirse fácilmente 

en la elaboración del derecho internacio-

nal consuetudinario, en el que los Estados 

poderosos juegan un papel dominante 

(Byers, 1999: 38). Muchas reglas del de-

recho internacional consuetudinario fue-

ron formuladas por un pequeño número 

de Estados poderosos para defender sus 

intereses (Boyle y Chinkin, 2007: 28). 

 

Asimismo, los Estados poderosos busca-

rán escapar de las restricciones de una 

disposición en particular mediante la pre-

sentación de reservas, declaraciones in-

terpretativas u otras condiciones unilate-

rales, como la renegociación del tratado, 

aun después de que se haya negociado un 

acuerdo. Y si no lo consiguen, pueden 

llegar incluso a expresar su decisión de no 
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ser parte de esos acuerdos. La diplomacia 

de la retirada de Trump es una muestra 

de ello (Arredondo, 2020). 

 

La coerción para la aplicación de las 

normas es más una cuestión política que 

de derecho, en el sentido de que los Esta-

dos poderosos pueden ignorar los fallos 

de los órganos judiciales, como lo ha he-

cho el Reino Unido con la opinión con-

sultiva de la CIJ en el asunto de Chagos; 

estar dispuestos a emprender acciones 

coercitivas unilateralmente (v.g. Rusia, 

Estados Unidos, Turquía, Israel, etc.) o 

ambas cosas. Incluso la resolución de 

disputas interestatales puede presentar 

oportunidades para que los Estados con 

mayor gravitación establezcan la agenda, 

introduzcan la negociación política en la 

toma de decisiones y frustren la imple-

mentación de decisiones legales adversas. 

Piénsese aquí en la actitud de la adminis-

tración Trump frente al sistema de solu-

ción de diferencias de la OMC (Arredon-

do, 2020). Mas aún, los Estados podero-

sos pueden presionar a los más débiles 

para que retiren una demanda antes de 

que pueda ser juzgada y lo han hecho. 

 

Inversamente, los Estados con menor 

gravitación procurarán utilizar el derecho 

internacional como un mecanismo defen-

sivo para restringir las acciones de los 

Estados poderosos. Piénsese en la activa 

participación de la República Argentina 

en el sistema de solución de diferencias 

de la OMC, que no guarda relación con su 

participación en el volumen de comercio 

mundial. No se trata de una “evasión me-

diante el derecho” como una de las cons-

tantes de la política exterior argentina 

(Ferrari, 1981), sino de la utilización del 

derecho como un mecanismo defensivo 

frente al accionar de los poderosos. 

 

Incluso los Estados poderosos deben tener 

en cuenta los intereses de los Estados con 

menor gravitación para poder construir un 

orden internacional consensuado y esta-

ble, ya que ni siquiera la principal poten-

cia podrá dictar un resultado en contra de 

los deseos de la mayoría. La efectividad 

de orden internacional basado en normas 

requiere un compromiso creíble de mode-

ración por parte de los Estados poderosos 

(Westra, 2007). Debido a que los Estados 

poderosos deben tener en cuenta los in-

tereses de los Estados menos poderosos al 

crear el derecho internacional, deben 

ofrecer términos favorables a los Estados 

menos poderosos, incluso cuando intentan 

“asegurar” un resultado que sea propor-

cional a su propia ventaja relativa de po-

der dentro del sistema internacional 

(Ikenberry, 2001). 

 

b) Los enfoques basados en intereses 

enfatizan los beneficios recíprocos en la 

creación de normas jurídicas con el obje-

tivo de estabilizar expectativas de com-

portamiento e incentivar la cooperación. 

En este sentido, los acuerdos alcanzados 

son el resultado de interacciones raciona-

les y deliberadas entre Estados para resol-

ver problemas de cooperación específicos 

(Koremenos et al., 2001: 781). 

 

Las negociaciones procurarán obtener 

soluciones institucionales óptimas para 

problemas específicos, haciendo conce-

siones eficientes para equilibrar la utili-

dad marginal entre los Estados participan-

tes (Khaler, 2000: 673). De esta manera, 

el derecho internacional se transforma en 

un instrumento que ofrece certeza, estabi-
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lidad y previsibilidad en el tiempo (Guz-

mán, 2008: 27, 126). Las decisiones de 

los Estados de aceptar e implementar las 

disposiciones contenidas en los tratados 

están directamente relacionadas con su 

estimación de la medida en que la acepta-

ción e implementación de esas disposi-

ciones se aproximan a sus intereses (Wes-

tra, 2017: 7). 

 

c) Los enfoques basados en la identidad 

enfatizan el proceso de interacción y el 

papel de las ideas en la elaboración del 

derecho internacional. En cierto modo, la 

creación de derecho internacional, a tra-

vés de los mecanismos utilizados por los 

decisores de la política exterior, refleja 

los valores y principios de la política y el 

derecho internos. La política exterior re-

presenta una proyección externa de la 

política interna pero también puede servir 

para consolidar esos principios y valores. 

En este sentido, Alberdi consideraba que 

la política exterior “para ser expresión del 

régimen constitucional” debía “promover 

y buscar los tratados de amistad y comer-

cio con el extranjero, como garantías de 

nuestro régimen constitucional” (Corigli-

ano, 2013: 53). Por ello, la Constitución 

Nacional argentina, en su artículo 27, 

prevé que: “El Gobierno federal está obli-

gado a afianzar sus relaciones de paz y 

comercio con las potencias extranjeras 

por medio de tratados que estén en con-

formidad con los principios de derecho 

público establecidos en esta Constitu-

ción”. 

 

Los principios y propósitos de política 

exterior compartidos por los Estados pro-

porcionan un ambiente propicio para el 

surgimiento de determinados tipos especí-

ficos de normas y, por lo tanto, dan forma 

al contenido de esos acuerdos (Ruggie, 

1992: 594). La transformación en normas 

de esas políticas exteriores es significati-

va en la medida en que refleja una cultura 

política doméstica compartida basada en 

el Estado de derecho. Puede pensarse en 

la política exterior de la República Argen-

tina en materia de derechos humanos con 

posterioridad al retorno de la democracia 

en 1983, que se ha transformado en una 

tradición de la política exterior de este 

país y en una orientación general que 

permea transversalmente diferentes áreas 

temáticas de la acción exterior del Estado 

(Arredondo, 2016). Aquí los actores no 

gubernamentales, y en particular las 

ONG, juegan un papel relevante al pro-

porcionar estándares que los decisores 

pueden incorporar al elaborar los linea-

mientos de la política exterior y, even-

tualmente, la creación de derecho tanto 

internacional como nacional. 

 

A pesar de tratarse de una norma impera-

tiva del derecho internacional, el Art. 2.4 

de la Carta encuentra su efectividad atada 

a: a) la falta de voluntad real de los Esta-

dos —más allá de la retórica oficial—, en 

particular aquellos de mayor gravitación 

en el orden internacional, de excluir el 

uso de la fuerza para defender sus intere-

ses y encontrar satisfacción a sus recla-

mos; y b) la inhabilidad del sistema de 

seguridad colectiva para mantener la paz, 

que requiere la existencia de un consenso 

entre los miembros permanentes del Con-

sejo de Seguridad y las condiciones de 

operatividad del Cap. VII. 

 

Quienes enseñamos y practicamos el de-

recho internacional tendemos a otorgarle 

una visión optimista, remarcando la im-

portancia de su marco regulatorio para la 
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existencia de un sistema internacional 

ordenado y pacífico. Sin embargo, no 

podemos perder de vista que el derecho 

internacional por sí mismo no es capaz de 

dar solución a estos problemas, ya que 

una de sus características es precisamente 

la falta de sistema de coerción para impo-

ner el cumplimiento de sus normas. Ello 

genera una fragilidad importante del de-

recho internacional que no puede perderse 

de vista. En un orden descentralizado 

como el derecho internacional, la fuerza 

del derecho se ve erosionada si los actores 

poderosos lo tratan de manera indolente 

(Krisch, 2022). 

 

Un orden basado en normas representa un 

orden deseable para aquellos Estados de 

menor gravitación en el orden internacio-

nal que no están en condiciones de usar 

los atributos de fuerza militar o económi-

ca de los países más poderosos, como es 

el caso de los países de América Latina. 

Su reacción a los acontecimientos en 

Ucrania es una evidencia de ello, ya que 

ante un conflicto que aparece lejano geo-

gráficamente, y sobre el cual no tiene 

capacidad de influir militarmente, “han 

respondido, mayoritariamente, (con) la 

tradicional visión normativa de las rela-

ciones internacionales que ha caracteriza-

do tanto su cultura política como su vi-

sión del mundo” (Sanahuja et al., 2022). 

 

Tanto en América Latina como en África, 

muchos gobiernos han adoptado un enfo-

que cauteloso mientras navegan en un 

acto de equilibrio complejo, un hecho 

subestimado en algunos análisis del con-

flicto armado en Ucrania. Es importante 

recordar que la mayoría de los países lati-

noamericanos y africanos votaron a favor 

de las resoluciones de la AGNU. Orga-

nismos multilaterales como la OEA, la 

UA y la CEDEAO también condenaron 

rápidamente las acciones de Rusia. Mu-

chas de las abstenciones reflejan menos 

una posición a favor de Rusia que una 

renuencia a apoyar sin críticas lo que mu-

chos ven como una aproximación occi-

dental sobre Ucrania. Las críticas al enfo-

que de los líderes latinoamericanos y afri-

canos ignoran una larga historia de no 

alineamiento desde la Guerra Fría. Mu-

chos gobiernos se han vuelto expertos en 

buscar una delgada línea de equilibrio en 

sus relaciones con Occidente, China, Ru-

sia y otras potencias. En la mayoría de los 

casos, no pueden darse el lujo de estar del 

lado de uno solo de estos socios y no 

quieren verse obligados a elegir. Ello no 

significa que estén de acuerdo con lo que 

está pasando en Ucrania. 

 

Los países latinoamericanos, que ya vie-

nen castigados severamente por la pan-

demia, están sufriendo el aumento de los 

costos de las materias primas. El cese de 

la ayuda exterior y el conflicto armado en 

Ucrania incrementa el riesgo en el sumi-

nistro de alimentos. Por otra parte, no 

debe perderse de vista que Rusia ha re-

construido viejos lazos con la región, 

como lo muestran las visitas de los presi-

dentes de Argentina y Brasil a Moscú 

pocos días antes del inicio del conflicto, 

y, en ocasiones, ha alimentado la hostili-

dad hacia las potencias occidentales. 

 

Como se señaló previamente, la postura 

de China en este conflicto será fundamen-

tal en el continente. Muchos Estados lati-

noamericanos procuran equilibrar sus 

lazos con Beijing, en muchos casos su 

mayor socio comercial, y su relación con 

Occidente. Por ahora, China apoya retóri-
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camente a Rusia, al menos diplomática-

mente, aunque su posicionamiento proba-

blemente seguirá siendo reacio al riesgo y 

reactivo a los acontecimientos que se 

desarrollen. 

 

En general se presupone que los Estados 

tienen interés en cumplir (o al menos en 

mantener la apariencia de cumplimiento) 

de las reglas legales porque ese cumpli-

miento es necesario para sostener el orden 

internacional vigente y preservar las posi-

ciones de poder relativas de los Estados 

dentro de ese orden. Aun los Estados con 

menor gravitación en el sistema interna-

cional probablemente cumplan con las 

normas que privilegian los intereses de 

los Estados poderosos si de esta manera 

ellos también mantienen sus propias posi-

ciones relativas de poder. Aunque los 

Estados menos poderosos no pueden 

coaccionar a los más fuertes, al resistirlos, 

pueden aumentar los recursos económicos 

y militares que deben utilizar para lograr 

sus objetivos de política exterior, espe-

cialmente si dicha resistencia es coordi-

nada (Ikenberry y Kupchan, 1990). 

 

El desafío para los países de América 

Latina consiste en cómo administrar el 

proceso de globalización a través de me-

didas de política exterior que permitan 

que las diversas sociedades nacionales 

puedan gozar de sus beneficios y a la vez 

atenúen los efectos adversos que la globa-

lización trae aparejados. La comunidad 

internacional se ve afectada por proble-

mas de naturaleza global, como los con-

flictos armados, el hambre, el desarrollo, 

las enfermedades y otros. Esos desafíos 

requieren consiguientemente respuestas 

multilaterales y es aquí donde la política 

exterior y el derecho internacional necesi-

tan encontrarse para brindar soluciones 

que otorguen certeza, estabilidad y previ-

sibilidad a un mundo que parece querer 

volver a implantar la anarquía como eje 

ordenador de las relaciones internaciona-

les. Los cambios que se necesitan están 

más allá del control efectivo de cualquier 

gobierno y exigen respuestas que solo 

pueden ser efectivas cuando se adoptan 

por los actores internacionales de manera 

consensuada.  
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Conclusiones 

 

• Para Estados de menor gravitación en el orden internacional, como los de América Lati-

na, un orden basado en normas no es una cuestión superflua o un lujo, sino una cuestión 

existencial. Esto explica, en cierto modo, la reacción de la mayoría de los países de la re-

gión a las acciones de Rusia. Esa respuesta, que busca preservar el rol del derecho interna-

cional como marco regulatorio, condena el uso de la fuerza en contra de las disposiciones 

de la Carta de las Naciones Unidas, a la vez que reivindica a las instituciones multilaterales 

como único mecanismo válido para imponer sanciones. 

 

• Los países de América Latina se han mostrado favorables al multilateralismo, ya que el 

sistema favorece la generación de regímenes internacionales (normas, principios y prácti-

cas) cuyo objetivo primordial es moderar la actuación unilateral de los Estados poderosos. 

Sin embargo, acechados por la rivalidad estratégica entre las potencias, los países de la 

región se encuentran en una encrucijada frente a las presiones externas que los empujan a 

un alineamiento que no les resulta conveniente (Arredondo, 2021a: 104-5). 

 

• La mayoría de los Estados latinoamericanos sostienen políticas exteriores fundadas en la 

vigencia del derecho internacional y el respeto de los derechos humanos, sin alineamientos 

automáticos, a la vez que reafirman el multilateralismo y la cooperación internacional co-

mo una herramienta no solo necesaria, sino indispensable para la solución de los desafíos 

globales que presenta el escenario internacional. 

 

• La agresión rusa contra Ucrania continúa a pesar de que la abrumadora mayoría de los 

miembros de las Naciones Unidas ha exigido que se ponga fin a la misma. Los posibles 

desenlaces son: a) una guerra prolongada; b) que las negociaciones iniciadas lleven a un 

acuerdo de paz; c) que Rusia decida poner fin a la guerra, algo que parece improbable; d) 

que las sanciones generen una presión interna que lleven a que Putin sea derrocado; y e) el 

peor escenario posible, una confrontación nuclear. Cualquiera sea el resultado final, las 

secuelas de este conflicto armado son devastadoras en diferentes planos y se van a dejar 

sentir sobre el escenario internacional durante un largo tiempo. 

 

• Las relaciones internacionales se rigen por del derecho internacional y sus instituciones, 

pero todavía, en ocasiones, impera la ley del más fuerte, particularmente cuando hablamos 

de Estados con armamento nuclear. La reacción de la comunidad internacional es limitada 

por un conjunto de razones de diversa índole, incluyendo el temor a un mal mayor como 

sería una III Guerra Mundial. Aquí conviene recordar las palabras de Einstein: “no sé con 

qué armas se disputará la tercera guerra mundial, pero la cuarta será con piedras”. Más allá 

de cualquier consideración política, moral o jurídica, eso es algo que la humanidad no se 

puede permitir. 
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